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RESOLUCION FINAL

I. INTERVINIENTES

Denunciante: Presidencia de la DeJensoría del Consumidor—en adelante

Presidencia—.

Proveedóra denunciada: Sociedad Cooperativa

Ciizcachapa de R.L.

Chalchuapaneca de Productores dé Café

II. HECHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES.

La Presidenciaxie la EJeíensoría del Consumidor expuso en su denuncia que en cumplimiento a

lo dispuesto en el artículo 143 letra d) de la Ley dc Protección al Consumidor—en adelante LPC—

, a lo regulado en el artículo 12-A de la Ley Contra la Usura —en adelanto LCÜ—, y como

institución encargada de verificar la observancia de lo dispuesto en esta últjma normativa, en lo que

respecta a los proveedores, de servicios financieros que no son regulados y/o supervisados por la

Superintendencia del Sistema Financiero-—en adelante SSF—requirió el inicio del procedimiento

administrativo sancionador en contra dé la proveedora, por el presunto incumplimiento a la

obligación legal de remitir la información relativa a su actividad crediticia conforme a lo

estipulado en el artículo 6 incisos 3° y 4° de la JLCU. Dicha proveedora, según documentación

agregadaai expediente, está registrada en el Banco Central de Reserva de El Salvador—en adelante

BCR—bajo el eódigo .

La déllünéiante tuyó; .notieiia, del"^ incumplimiento a la obligación prevista en la LCÜ

mediante Carta emitida por.el Pitesidéníe del BCR en fecha 31 de enero de 2023 (fs. 7), en la que

remitió el listado de los proveedores no supervisados por la SSF que se encontraban registrados en

el BCR y que no habían cumplido con la obligación legal de remitir la información relativa a su

actividad crediticia correspondiente ai periodo de junio a noviembre de 2022, entre los que se

encontraba la proveedora denunciada.

Finalmente, en la denuncia se indicó que con el documento denominado "■informe de
Proveedores no supervisados por la Superintendencia del Sistema Financiero identificados por el
Banco Central de Pméfva pon incumplimiento a la Ley Contra la Usura por no remitir la
información de. sus operaciones de crédito. 20mo cálculo de Tasas Máximas Legales —TML-

eneró a junio 2023 (fs. 3-5) y su Anexo 1 denominado "Acreedores No Supervisados
por la SSF, que m remitieron la información de las operaciones de crédito de los wci'av junio a
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noviembre de 2022 ak ECR, püm'el establecimiento del 20mp Cáleulo de las lasas Máximas

Legales ", {fs. 6), se lograba éstableceí [a omisión en que había incurrido la proveedora deiinneiada,

contrayiniendó él incisó 4° del artículo 6 de la LCU, configurándose la conducta tipificada en e

artículo 12:^8 liferál d) de la LCÜi pues, presuntamente, incumplió con el mandato legal de remitir

la información pertinente para el 20mo cálculo de la TML, obstaculizando la labor del BCR.

Ot INFRACCIÓN ÁTOIBUIDA V ELEMENTOS DE LA INFRAGCIÓE

Tai Gomp consta en n solución de inicio —folios IO y 11—, se le imputa a la proveedora
denunciadaia comisiónde la mfiacción establecida en el artículo 12 -B literál d) de la LCU, el cual

establece que constituirá infracción administrativa; "No remitir la información, prápotcionar

información erromai inexacta, inconsistente o hacerlo de forma extemporánea al registro de

acreedurc s del Banco Central de Reserva conforme a lav normativas técnicas o manuales emitidos

por éste", conducta que, en casó de comprobarse implicaría ia imposición de la sanción prevista

en el artículo 12-C de la mismá ley, que señala: ''¿ar iigraceiones a la presente lev serán

sancionadas CQp multa, cuyo tñonto s. éLdeterminará de conformidad a los criterios establecidos de

las disposiciones generales sobre las sanciones adminisírafivas y considerando la Sigiuente

diferenciación: b) Para los acreedores no supervisados, sé impondrán las multas por medio

del Tribunal Sáneionador de la Defensoria del Consumidor hasta los quinientos (500) salarios

mínimos vigentes, sin perjuicio^ de las demás sanciones que ptredan determinarse de conformidad
a la Rey de Protección ál Consumidor ".

De .conformidad^ a lo establecido^ en el aifículo 6 de Ja LCU, las entidades del mereado

fmanGiero táiés como: bancos, los b mees cooperativos, soCiédades y asociaciones cooperativas: de

ahorro y crédito, asociaciones y fundaciones sin fines de lucro que otorgan créditos; así corno las

personas naturales o jurídicas, tales coino; casas comerciales, comerelantes de bienes o servicios y
en general a Cualquier sujeto O: entidád qué preste dinero u otorgue fmanclamiento, incluidas las

denominádas casas de empeño, montepíos o similares, "'deberán remitir al Banco Cential de

Reserva las tasas de interés efectivas y Las montos de las operaciones de crédito, délos meses de

diciembre a mayo y de junio a noviembre, en los primeros cinco días hábiles de los meses de junio
y dicieftibre, respectivamente. El Banco Central de Reserva informará a qiiíeií corresponda de tos
íncimpltmientos en esta materia", lo anterior en relación a lo regulado en el artícuio 17 de las
Normas '1 écnicas para la Aplicación de la Ley Contra la Usura, en adelante NTLCU.

En térntinos generales y conformea lo consignado en la letra w) del ártíeulo 3 de la NTLCU,
debe entenderse qm "Tasa Míiplma Regal: es la tasa de interés máxima qiie publicará el Banco
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Ceniral semestralmente püm cádá^^^ de crédito y momos contratados, según lo estahíecidó

en el aríículo 5 de la L0 Contra la IJsúm y es equivalente a 1.6 veces la tasa efectiva promedio

simple por segmento de crédiióy rango de moo/o", el resaltado es nuestro.

Dentro de ese contexto, c| artículo 12 inciso primero y articulo 12-C literal b) de la LCU — en

relación con cl aifículo 24 de las NTLCU— determina, por una parte, que cuando se trate de

éñtidádcs supervisadas por la SSF, los incumplimientos serán sancionados por esta última, según la

respectiva ley de aplicación y, por otra parte, establece que los demás sujetos obligados al

cumplimiento de ta LCU serán sancionados por la Defensorio del Consumidor, mediante el

procedimiento eMobleado en la Ley de Protección al Co«i't¿/w/c/on eonsignando en el inciso final

ta Btfensoria déL Consumidot sancionará a los acreedores supervisados o no

supérvisadós, segúnrlés corresponda, con multa de hasta quinientos salarios mínimos urbanos del

sector comercio y sen icios cuando no remitan la información de .su actividad crediticia o ésta .sea

inexacta conforme a las normas técnicas y manuales emitidos por el Banco Central de Reserva

cl resallado es nuestro.

En ese orden de ideas, el artículo 3 letra k) de las NTLCU define a las Entidades o Personas

No Supervisada^ cptiip: "Todas aquellas entidades o personas, sean naturales o jurídicas, que no

están siqetqs a supervisión de la Superintendencia del Sistema Financiero; y aquellas que la Ley

Contraía Usara nómina comó No Regulada

Por otra parte, el artículo 9 de las NTLCU establece que: "La remisión de la información

correspondiente a cada una de las operaciones de crédito otorgados en el semestre inmediato

anterior, deberá realizarse en los primeros cinco días hábiles de los meses de junio y diciembre.

No obstante, lo anterior, los acreedores podrán remitir la información mensualmente y el Sistema

de Tasas Máximas estará habilitado para recibirla de esta forma. La información deberá ser

clasificada én áréhiyos separados por mes. '', el resaltado es nuestro.

Por lo antes expuesto, para déterminar la configuración de la infracción regulada en el artículo

12-B literal d) de la LCU, cste Ttibunal deberá analizar la concurrencia de los siguientes elementos:

(i) que la entidad o persona no supervisada se encuentre inscrita en el Registro de Acreedores del

BCR; (ii) que la entidad o persona no supervisada se dedique al préstamo de dinero u otorgamiento

de fínanciamiento, cualquiera que sea la forma para hacer constar la operación; y (iii) que la entidad

o per$oná no supervisada no haya cumplido con la obligación de remitir la información de sus

opéfáeióhes credifieiaf los primeros 5 dias hábiles del mes de junio o diciembre -según
correspondá-Q de formá: men^ -según lo dispuesto en el artículo 9 de las NTLCU-.
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La anterior conducta, de llegar a comprobarse,,daría lugar a la sanción prescrita en el artículo

12-C literal b) de la LCL), de hasta: quinientos salarios mínimos urbanos del sector comercio y

servicios.

IV. G0NTESTAGIÍ)N DÉ LA PROVEEDORA DENUNCIADA

Se siguió el procedimiento consignado en el artículo I44-A de la LPC, respetando la garantía

de audiencia y e! derecho de defensa de la proveedora denunciada, pues en resolución de fs. 10 y

11, se le concedió el plazo de cinco días hábiles contados a partir del siguiente al de la notificación

de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumentos de defensa y presentara o

propusiera la práctica de pruebas que estimara conveniente, la cual, fue notificada a la misma en

fecha 21/03/2024 (fs. 12).

Al respecto, el día 05/04/2024 se recibió escrito firmado por

(fs. l4), quien actúa en calidad de Representante Legal de la sociedad COOPERATIVA

CHALCHUAPANECA DE PRODUCTORES DE CAFÉ CUZCACHAPA DE

responsabilidad LIMITADA que se abrevia COOPERATIVA CUZCACHAPA, de R.L.,

contestando en su escrito que no remitió en forma oportuna la información requerida al Banco

Central de Resérva por un descuidó y nó por falta de voluntad, por lo que sin más trámite se someten

a la imposición de la sanción que el Tribunal Sancionador considere pertinente, además evacúa el

requerimiento de información realizado en lá.mencionada resolución (fs. 16-17).

Es asi, que este Tribunal sé pronunciará sobre la conducta imputada a la denunciada con base

en la prueba que consta en el expediente de mérito.

V. VALORAGION DE PRUEBA/HEGHOS PROBADOS

1. De conformidad^ con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3° de la LPA, las pruebas

oportunas, pertinentes y conducentes aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme a las

reglas de la sana.crítiea; a excepción dé la prueba documental, la cual se realizará conforme al valor

tasado de la misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucionalidad en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/90-2003/17-2005/21-2005, de fecha

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: ''Cuando la 'iiliUzación'

de la máxima de experiencia viene prédetémiinada por ta norma procesai, hablamos del sistema

de yaloracióñ denominadp prueba tasddd o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa

legal, lo que hace el legislador es proveer una de las máximas que deben integrarse al

razonamiento probatorio del Juez, cómo la premisa mayor del silogismo fundamental sobre cada
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medio de prueba (,..) el legislador señala una lMa de medios de prueba y a feada upa le asigñá
un determinado y preciso valor probatorio rcerteza objetiva-; es decir que. en este caso, amparado
en la seguridadjurídica, di legislador determina previamente, la máxima de experiencia, aunque
con distinta fuerza dependiendo de la prueba de que se tratd'' (los resaltados son propios).

t)icho esto, el art. 106 ine. 6° áe. \& .hPA "Los documentos formalizados por los
funcionarios a los que se reeamee la condición de autoridad y en los que. observándose los
requisitos légales correspondientes se recójan los hechos constatados por aquellos, harán pmeba
de estos salvo que se acredite lo contrario'^ .

Además, el artículo 341 deí Código Procesal Civil y Mercantil determina el valor probatorio de
Iqs instrumentos, así: ^^Ihof instrumentos públicos constituirán prueba fehaciente de los hechos,
actos o estado de cosas qué docúménten, de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así
como del fedatario o fitiiciónáño que lo expide, hos instrumentosprivados hacen prueba plena de
,su contenido y otorgantes, si no ha sido impugnado .su autenticidad o ésta ha quedado demostrada.
Sino qpedádemosírqdqtms la impug/iaeiótijos insiruMettíqssevaloraíúhcqíqlorméa las regí as
«fe/fl'vañtí c/^/m'V(los resaltados sOnipropios). . . ,

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho
común al establecer: Las actas rhediante las cuales los funcionarios de la Defensorio hagan constar

las. actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y .suficiente
su inexactitud o falsedad. Él mismo, valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que
emitan losfuncionarios y empleados de la Defensorio, en el ejercicio de .sus funciones.

2. En el presente procedimiento sancionatorio, se incorporó prueba documental consistente en:
a) Origiflal de "Informe de Proveedores no supei visados por la Superintendencia del Sistema

Financiero idénfíficados por el Banco Central de Reserva con incumplimiento a la Ley Contra la
Usura por no remitir la información de sus operaciones de crédito. 20rno cálculo de Tasas

Máximas legales~TML~ vigentes dé enero a junio 2023 .junto con la certificación de Anexol:

"Acreedores No Supervisados por laSSF, que No Remitieron la información de las operacione.s de
crédito de los /He.ye5 junió á noviembre de TQilT. alBLR para el establecimiento.2.Dmo Cálculo de
las tasas Máximas Legales''yáocñrnenXos emitidos por la Unidadide Auditoría de Consumo de la

Dirección de Vigilancia de Mercado de la Defensoría del Consumidor de fecha 20 de junio de 2023,

por medio de los cuales se establece que la información del incumplimiento fue remitida por el
BCR a la Defensoría, del Cónsúmldor, a trayés de un dispositivo de almacenamiento electrónico

(USB),, marca Kingston Bón capacidad dé 32 GBj mediante carta de fecha 31 de enero de
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2023, fotüládb con ühá etiqueta que seiee él cual contiene mfbrmáCióh digital con el tituló

"información para DC 2do seméstré 2022", el cual incluye cincQ archivos eleetrónieos, entre los

cuales se encuentra uño denominado "1 Lista dé Acreedores y Reporte de Remisión Información

Tslo Supervisados 20rnG ;Cálciilo". ,Dentro de este se;halla una hoja electrónica con el nombre de

''Reporte $emmon^ Jhformüeion'\ p m el número 327, de la miSína que aparece bajo el campo

denominado "Numero correlativo dé Ihscripción'', sé identifica a la proveedora conforma al detalle
siguiente:

No ,corrcláltvo,dc

Inscripción

327

Típü:Acrecdür

dundica

Código .NíMtjhrc'dól^Ácf^ór ''

Sociedad Coopcráíiyá

CMcluiapanécá (id

IVoductores de Gafó .

Cuzcochapade R;L.

JfihiÓ.

2022

•'Julio

.2022

Agósió

2022

NR

Septiembre

2022

Octubre

2022

Nóvicjnbrc:

2022

N.R.

Créditos

De igual forma, se estableció, det dispositivóde aímacertámienló electrónicó (USB) y archivo

antes réfenuo, su ineluíasuna hoja elechónica denominada "Acreedótés No Supervisados" en la que
se ubicaba a la proveedora denunciada ért él eámpó denominado "Número Correlativo de

i nscripción" con el número 327, (fs. 3-6}-

b} Fotocopia cértifícadá de carta emitidvpor él Presiderité del BCR en feeha 31 de enero de

2023, bajo la referencia '^dfOl", mediañé la cuál iñforrriá a la Pfésidencia de la Defensoría del

Consumidor sóbreles incumplimiéntos de la prOvécdofa denunciada lo establecido en los artículos

6 y I2-b literal d} de lá LGÜ, adjuntando dispósitivó de almacenamiento electrónico (USB) que
contiene, entre Otros aspectos, el listado de los acreedores no süperyisados que no remitieron la

información de su actividad creditiGia durante el périOdó de junio a noviembre de 2022 e Impresión
de fotografía de dicho dispositivo dé almacenamiento electróniéo (USB); del cual se extrajo la
documentacióiii antes rélacíonada (fs. 7-8).

VI. ANMJSIS DE LA CONFIGUl^CáÓN DE LA INFRACCtóN

i. Al respecto, estCi Tribunal Sancionador deberá analizar en el caso en particular —según lo
establecido en el romano ilLde la presente resolución-, con él objeto dedeterminar si la denunciada
cumplió o no con lá obligación legal de remitir la información relativa a su actividad crediticia,
correspondiente al periodo de junio a noviembre de 2022, conforme a lo requerido en el artículo 6
incisos 3° y 4^ de la LCU.

6



Así, CQn base en los elementos probatoriosiseñalados en el romano V de la presente resolución,

ha quedado comprobado;

a) Que la proveedora dtñunciadsLse eneuetitta inscriiá én éí servléió dé Regisiró de Acreedores

del BCR—;basé de dato&en la que se registran las entidades o personas no supervisadas sujetas a

la LCU según él articulo 3 letra q) de las NTLCU^, bajo el eód igo

b) Que la proveedora denunciada se dedica al otorgamiento de contratos para préstamo de

dinero y/o finmciamienh calidad de acreedora, actividad qué se encuentra obligada a

reportar al; BQR eni los períodos regulados en la ley.

cj Qué la proveédojía déilúnciada nc remitió la información de smsactividad crediticia

correspondiente al periodo de Junio a noviembre de 2022, estando obligada a hacerlo, entorpeciendo

así la labor del BCR para establecer de forma veraz y eficiente la tasa máxima legah

Por lo anterior, se ha aereditado que la proveedora denunciada no remitió la, información de las

operaciones de crédito efectuadas entre los meses de Junio a noviembre de 2022, a través déf

SistQma de Tasas Máximas —medio informático definido por el BCR para que los sujetos obligados

remitan la información para el cálculo de las tasas máximas, el cual está a disposición de los mismos

éti el sitio web de dicha entidad, artículo 3 letra s) de las NTLCU—, la cual debía ser compartida

en los primefOs cinco días hábiles dél mes de diciembre de 2022, o en su defecto, podría haber

sido compariida dé/orma V/ienróo/, conforme a lo regulado en ios artículos 8 inciso primero y 9

de las NTLCU; siendo el BCR el encargado de informar a la entidad qué corresponda, en este caso

a  lá Defensoría del Consumidor, de los incumplimientos de las entidades o personas no

supervisadas.

En consecuencia, con dicha omisión, entorpeció la labor de la referida entidad de establecer el

cálculo de las tasas máximas.legales de los segmentos de préstamoSi según lo regulado en el artículo

5 de la LCU, y de protección del bienestar deLlos consumidores.

Teniendo ert éuenta lo expuesto ánteriormente y sobre la base de los hechos probado.s con los

documentos agregados de fs. 3 al 9, los cuales no fueron desvirtuados por la proveedora Sociedad

Coopeiativa Chalchuapaneca de Productores de Café Cuzcachapa de R.L., se concluye que la

proveedora no rernitió lá información de su actividad crediticia en el período correspondiente^ en

contrayención a lo. dispuesto en el art. 6 de la LCU. Lo anterior, configura la conducta ilícita

establecidá en el artículo 12-b literal d) de la LCU. '

2, Ahora bien,'^''establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia. al tema de

culpabilidad, así: .

;,v
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El principio de culpabilidad esta reconocido ,por el artículo 12 Cn, que prescribe: «[tjoda

persona, a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad

conforme a la ley y en j uicio público, en el que se le aseguren todas las garantías necesarias para su

defensa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en el administrativo

sancionador (sentencia de Inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce horas del

diecisiete de diciembre de mil novecientos noventa y dos).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[e]l principio de culpabilidad en esta materia supone

el destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad dé. dolo y

la culpa como formas de responsabilidad, De igual forma, reconoce la máxima de una

responsabilidad personal por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la

Administración de evidenciar este aspecto subjetivo.sin tener que utilizar presunciones legislativas

de culpabilidad, es decir, que se ve la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones

únicamente en razón del resultado producido» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo

Constitucional doce horas veinte minutos del veintinueve de abril de dos mil trece).

Cabe destacar que una de la sub-categorías ó corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora, Este principio implica que la sanción únicamente puede rCcaér a quien

en forma dolosa O culposa ha participado en los hechos que configuran una acción Ilícita; así lo

expone Nieto al reféfif que <<[e]l gravarnen que la sanción representa solo podrá recaer sobre

aquellas [personas] que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de

infracción. Por ló tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo

personal con el actor o la simple titularidad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce la

infracción, La exigencia de individualización de la sanción supone un veto a la responsabilidad

objetiva» [Nieto, Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente

reformada, Madrid. Editorial Tecnos, p. 329, 2011]. En este orden, conforme al principio de

culpabilidad solamente responde el administrado por sus actos propios, de este modo, se repele la

posibilidad de construir Una responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal

independiente de la voluntad del autor. En congruencia con lo expuesto, en el Derecho

Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de tal suerte que el

elemento indispensable para sancionar un actuar, es la determinación de la responsabilidad

subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso 90-20,14 por la Sala De Lo Contencioso Administrativo



De La Corte Suprema De Justicia, a las eatoíce hoias eineúentá y: tóo minutos del; veM

octubre de dos mil diecinueve.

Sin perjuicio dedo anterior, en el presente procedimiento no hay elementos suficientes como

para determinar que tal, ornisión haya; Sido producídá de manera dolosa; no obstante, al ser una

proveedora inscrita y teniendo el conocimiento de las conseeuenciasjui ídicas que esto conljevai se

denota que el actuar de la denunciada ha sido de manera negligente, pues descuido el hecho de

rendir periGdicamente los informes que como proveedora inscrita está obligada.

VIi: PAllAMETRQS PARA LA DÍEtÉRMINACIÓN DE LA SANCION

Como se expuso én los acápites precedenfes,,'se: estableció la comisión de la infracción

contenida en el artículo 12-B¡ literal d) de la LClJ h que se sanciona con multa hasta de quinientos

salarios mínimos urbanos dé| sector comercio y seiviciOs cuando no remitan la ítiiTormación de

su actividad crediticia o ésta sea inexacta conforme a la Norinas Técnicas y Nlánuales emitidos

por el BCR,; por consiguiente, es facultad de este Tribunal determinar la sanción y cuantificár Ja

multa que corresponda, a la luz de los parámetros establecidos en la LPG, sü reglaménto y la

jurisprudencia aplicable.

A continuación, se concretará cada linó dé elloSiien lo ápliCablc al presentoóaso:

a. Tümáñó de ja empresa^

Según la Ley de FoméntO, PrQtecciómy Desárrollode lá Micro y PequeñaiEmpresa (ley Mypej

en SU artículo S define a las micró y pequeñas erhpresas.de la siguiente manéra; "Microempmsa:

Persona naliiráí o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través, dé una

unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de

mayor cuantía y hasta 10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que opera

en los diversos sectores de la economía, a través dé una unidad económica con un nivel de ventas

brutas anualés mayores g 482 y hasta 4,817 salarios mínimos mensudles de, mayor cuantía y con

un niáximo de 50 trabajadores".

A partir del análisis de los documentos que constan en el expediente, administrativo, se tomó

como referencia declaración de Impuesto Sobre lá Renta, del ejereieio fiscal del año 2023(.fs. 16)

presentado pór lá proveédora denunciada y el cual refleja ingresos anuales d;e ópéráción; de

$19,047,745.58 dólares, se clasifica según la ley Mype como una grm? empresa. Finaimentev éii el

presente procedimiento ádministrativo saneionadbr la proveedora infractorá ha mostrado una

conducta procesal que evidencia,el cümplimiento de su deber a prestar la eólabOráción. que le es

requerícla para el buen desarrollo de Iqs procédimíehtos, por haber presentádo la ihfóñnaGión

Y-
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solicitada por esta autoridad sancionadora en resolución de inicio (fs. 10 y 11), a efectos de

establecer la capacidad económica que tiene para asumir la. multa.

h. Grado de intencionalidad del infractor.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión a la nomia haya sido querida o se deba a

imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye

una condición para la configuración de la conducta sancionable.

Así, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme

a lo dispuesto en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones administrativas son

sancionables aun a título de simple negligencia o descuido.

Por otra parte^ y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 42 inc. 2° del Código Civil, según

el cual; "Culpa leve (...) e,s ta falla de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean

ordinariamente en sus negocios propios (...)", así como a lo estipulado en el inc. 3° del mismo

artículo: "El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia es respon.sable de

esta especie de culpa", y a lo señalado en el artículo 947 del Código de Comercio, relativo a que:

" Las obligaciones tnercantiles deben cumplirse con la diligencia dé un buen comerciante en

negocio propio", este Tribunal concluye, que la denunciada actuó de manera negligente en la

gestión de su negocio, ya que como acreedora —debidamente registrada bajo el código

— que se dedica al préstamo de dinero u otorgamiento de Fmanciamiento, está

obligada a informar al BCR las operaciones crediticias que efectúa en los períodos regulados por la

LCU, lo cual no hizo.

En ese orden, del. análisis de los heehos y documentación agregada al expediente, ha quedado

evidenciada una actuación negligente por parte de la proveedora, pues no remitió al BCR la

información de su actividad crediticia correspondiente al periodo entre los meses de junio a

noviembre de 2022.

c. Grado de participación en ia acción u omisión.

A partir del examen del presente expediente administrativo queda demostrado que el grado de

participación en la infracción de la proveedora es directo e individual, pues omitió dar cumplimiento
a la obligación de presentar al BCR la información de su actividad crediticia del periodo de junio a

noviembre de 2Ó22, para que dicho dato fuera tomado en cuenta por dicha entidad, Circunstancia
con la cual se entorpeció la labor de la referida entidad financiera en cuanto a establecer de forma

veraz y eficiente las tasas máximas legales de cada segmento para el siguiente período, actividad

10



que realiza eon la finalidad de controlar las tasas aplicadas por los 'Acreedores'' J de proteger a los

"deudores" ante cualquier situación de aprovechamiento por parte délos primeros:, todo en aras del
interés social.

d. Impacto en los derech os del consumidor y riaiimdeza del pe^uició ocmiótiado.

En el caso concreto, es pertinente señalar que la configuración de la infracción administrativa

relativa al incumplimiento de parte de los acreedores de remitir íá infórmaeión de: su actividad

crediticia —^artículo 12rB literal d) de lá LCU—, una vez^ concretada tiene como resultado un

impacto negativo en los derechos de información de ios consumidores, puesto que, en principio, al

no remitir la información de sus operaciones de crédito, ai BCR. se entorpece el ejercicio de una

potestad legítimamente conferida al BGR, pues sé ve Obstaculizado el.análisis de tales datos para

establecer las tasas máximas legales de cada segmento, que deben ser obedecidas y aplicadas por

las personas naturales o jurídicas no supervisadas^ que realizan operaciones de crédito, y se

encuentran sujetas al ámbito de aplicación de la LGÜ.

Por otra parte, este Tribunal reafirma que, la acción que conílgura la infracción, también

produce un perjuicio potencial sobre los derechos econórnicos de los consumidores, quienes ante

una situación de necesidad (accidentes, enfennedades, inversiorij- o inGluso pará: poder acceder a

bienes por medio de compraventas a crédito) precisan de ,1a adquisición de préstamos para

sobrellevar dichos imprevistos, los cuales pudieron ser contratados: con tasas de intereses más altas

a las qué el BCR pudo haber establecido de contar con la, información completa de la actividad

crediticia de los acreedores obligados a su remisióm entre ellos, la de la denunciada.

Y es que, talcomo lo ha establecido la Sala de lo Gonstitucionalde la Gorte Suprema de Justicia,

en la sentencia pronunciada en la incOnstituGÍonalidád de;referencia 26-20.08., prpnúnGiada a las diez

horas con veintisiete minutos del 25/06/20.09; Ipda personancdurat o ̂piridica tiene la facilitad

de iniciar y mantener con libertad cualquiera actividad lucrativa en las diversas esferas de ía vida

económica. Por consiguiente, el art. 102 de la Constitución garantiza, entre otras actividades, la

realización de actividades productivas, de servicio y de comereialízactón de todo tipo de bienes,

bajo dos grandes condiciónes: la primera, que la actividad g realizar no sea, considerada en sí

misma, ilícita, y la segunda, que la actividad económica a realizar se ajuste a las normas legales
quela regulen c] resellado es nuestro.

En ese sentido, dado qiie en lá edifiCáCión de Un.órdénamientO;económico se requiere el diseño-

de un esquerna de límites, la presencia razonable del Estado es necesaria, porque soñ múltiples las

áreas donde actualmente sobreabundáñ situaciones de disparidad y asimetría entre las partes
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contratantes, siendo esta la función encomendada al BCR, al ser ía autoridad encargada de

establecer las tasas máximas legales para los segmentos crediticios del mercado.

En ese orden, la infracción administrativa atribuida a la proveedora es la omisión de remitir la

información de sus operaciones crediticias del periodo de junio a noviembre de 2022 en

contravención a lo dispuesto en la LCU. Así, tal como se señaló siiprá, a partir del artículo 6 incisos

3° y 4° de la LCU, la proveedora está obligada a remitir al BCR dicha información, la cual se toma

en cuenta para determinar las tasas de interés máximas para el tipo de crédito y monto que se refiere

en el artículo 5 de dicha ley.

Conforme con la delimitación típicarealizada, la imposición de la multa respectiva obedece a

la constatación de la falta de remisión de dicha información, la cual es requerida por la ley por los

motivos antes expuestos; es decir, basta cón advertir que se incumple la obligación establecida en

el artículo 6 incisos 3° y 4° de la LCU.

En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la

esfera Jurídica de un consumidor en particular, ya que el solo hecho de no remitir la información

completa y veraz sobre su actividad crediticia causa un perjuicio potencial que entorpece el ejercicio

de una potestad legítimamente conferida al BCR, pues se ve obstaculizado el análisis de tales datos

para establecer las tasas máximas legales de cada segmento conforme a lo establecido en la LCU y

afecta los derechos econóniicos de los consumidores, los cuales pudieron haber contratado créditos

con tasas de intereses más altas a las que el BCR pudo haber establecido de contar con la

información completa de la actividad crediticia de la denunciada.

En este punto, debe recordarse que la Sala de lo Contencioso Administrativo —en adelante

SCA—en su Jurisprudencia, ha afirmado que el legislador, atendiendo al bien jurídico a proteger,

puede clasificar las conductas en infracciones de lesión e infracciones de peligro (concreto y

abstracto). La ubicación de la infracción en cada clasificación dependerá de la descripción típica
qué haga el legislador.

Así, las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien Jurídico tutelado; las

de peligro concreto constituyen supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido por una

persona en específico; en las de peligro abstracto el legislador, atendiendo a la experiencia, advierte

una peligrosidad general de la acción típica para un determinado bien Jurídico, a partir de una

valoración probabilística,por lo que con la tipificación sé dispone adelantar la barrera de protección

.sancionando él accionar, sin esperar la realización de un peligro concreto de una persona
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clétefnfiinada o de la lesión efectiva (Sentencia emitida el 08/0172016, en. el proceso coníeneiosO

administrativo de referencia 344^2010),

En este orden deiideas, y tomarido en: cuenta la.júrisprudém la ames referida, se puede afíimar

que para imponer la sanción respectiva en el presente caso y, adi mas, para graduar la. misma, no es

necesario eorriprObar ni justificar üiia afectación concreta y material en la esféra de los

consumidores, derivada de, la ño remisión de la información crediticia del periodo del mes de junio

a noviembre de 2022.

Así, la infracción administrativa sancionada por ei Tribunal SanCionadOr es una infracción de

peligro abstracto, la cual de conformidad a lo eslableGido por la SCA en ia sentencia emitida en el

proceso de teferehcia 416=-20ll, pronunciada á .las qüincé horas cohi catorce minutos del día

21/12/2018: "Cm tas infiáccioms de peligró abstrapto, él legislador, atépdiehcfá a la experiencia,

advierte una peligrosidüd general de la acción típica para im determinado, bien jurídico: ú partir

de una valoración probabilísíica, por lo que con la tipificación se dispone adelantar la barrera de

protección saácionandó el accionar, sin esperar la realización de un peligro concreto de una

persona determinada o dé la lesión efectiva"; en consecuencia, aun cuando; no se rnaterialice algún

tipo de perjuicio s los consumidores^ se configüracon la inobservanCiá de la noima imperativa

de la LCU al aci-editarse la omisión dé las obligaciones legalmente establecidas en dicha normativa.

e. Finalidad inmediata o mediaíápérséguídá con ta imposición déja sanción.

Mediante la imposición de la sanción —raUltá--, este Tribunal Sancionador pretende cuisar

un efecto disuasivo'en, la infractora Sociedad GoOperativa Chalchüapanecá de Productores de Care

Cuzcachapa de R.L., quien ha cometido la infracción descrita en el, artículo 12-B literal dj de la

LCU, con el fin de evitarTuturas conductas prohibidas en detrimento de los: consurhidores y que

adopte las medidas necesarias a eféeto de dar eumplimiento a las obligaciones que le impone la

LCU. . ^ ' • V •

Y es que, todo sujeto o entidad no supervisada que preste dinero u otorgue rmanciámientó sé

encuentra en la obíigación de remitir al BCR la información de su actividad crediticia en los

períodos establecidos por la LCU con el Objeto que dicho dato pueda ser tomado en cuenta, en la

determinación de las tasas de interés máximas legales conforme a,lo regulado en el artíCuloi.ó de la

LCU. Lo anterior, con él fin de salvaguardar el interés social, en virtud de la estréeha relación que

7

»••(...) La sanción-administraliva,'persigueyimA'*9l¡'t¥P^'>'''''''é<>r'^^''^^ Estach quú ei desmceiillvar cimg^qsMelYaSj-fíiz&ijMp
la cual rio aílmile como inolivación posible uriafin:relHhul¡voafá\mrdeÍpaniciilar míepesado: En Jal senlldq, ésMtpr.oplaAdntmisInkw^^^
Pública ta encargada de eslahiecer lá príxéd'eneia'y natimalecade Ja.sarición. a imponer, asi como la cuanlía. descreí ca.\u. de moda Jal
que cumpla conAosfiriéspMlcos.anlescUadordJm\^ N'08-2020/C02 emitida cl 07/0tQOap.)^rtaOoniinón de Proiecoioii
al Óonsúmiáof N°2 Sede Centra] de) Instituto Nacional de DefOnsa de, la Compete c y i la ProtoeoiOiv de la Propiedad Inteleetual de
Perú. ; . • . :
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existe del deber constitucional del Estado salvadoreño de velar por la economía de los ciudadanos

y el deber constitucional que tiene la Defensoría del Consumidor de proteger los intereses de los

consumidores en el marco normativo de la LCU.

Por consiguiente, para la determinación y cuantificación de la multa procedente, este Tribunal

debe prever que, en él caso concreto, la comisión de la conducta infractora no resulte más ventajosa

para el infractor que asumir la sanción correspondiente, como consecuencia de la misma.

VIH. DÉTERMÍNÁCIÓN DE LA SANCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE LA MULTA

E.ste Tribunal, en uso de la sana crítica:^artículo 146 inc. 4° de lá LPC—y habiendo efectuado

una valoración conjunta de los criterios establecidos desarrollados en el apartado anterior—,

procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a la infractora Sociedad Cooperativa

Chalchuapaneca de Productores de Café Cüzcachapa de R.L., pues se ha determinado que esta

omitió remitir la información de su actividad crediticia del periodo de junio a noviembre de 2022

conforme a la obligación legalmente establecida.

En tal sentido, habiendo concluido qué. la infracción cometida es equiparable a una infracción

muy grave, sancionable con multa de hasta 500 salarios mínimos urbanos del sector comercio y

servicios, conforme al artículo 12-C literal, b) de la.LCU; que la proveedora es una persona Jurídica

cuya capacidad económica, para efectos de este procedimiento, es la de una gran contribuyente;

que en razón del grado de intencionalidad de la conducta cometida por la proveedora, no se acreditó

el dolo sino negligencia-, que omitió cumplir su obligación de remitir la información de su actividad

crediticia correspondiente al periodo de junio a noviembre de 2022; y que el daño o efecto causado

en los consumidores con dicha conducta fue dé carácter potencial, es decir, que para la

configuración de la infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación concreta en

un particular, sino que basta con la constatación del incumplimiento de la relacionada obligación

legal; resulta razonable la imposición de una sanción proporcional a la sola verificación del aludido

quebrantamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que

las decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo

la proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia,

este l.ribunal considera que en el presente procedimiento administrativo sancionador resulta

pertinente fijar una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional para la consecución
de los fines cónstitucionalmente iegítimós --efecto disuasorio—, previniendo así, situaciones en

donde la comisión de las conductas prohibidas por parte de los sujetos infractores resulta más
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beneficiosa que el cumplimiento de ia tíoi-rna misrriá, ío cuál a; su \ez podría llevar á iricürnplir la

finalidad de tutela,de los derechos de inforniación y éconómicoi de los consumidores.

Por consiguiente, y eoitfoitne ál análisis antes expuesto, considerando los [jrineipios dé disua

proporeionalidad y razonábilidad qüe deben sustentar la imposición de.la sanción, y de confomlidac

lo regulado en el artículo 139 número 7 de la LPA este Tribunal Sancionadoírha de.cidido imponei

proveedora Sociedad Cooperativa Ghaíchuapaneca de Productores do Cafe Cu/cachapa dé ICL.

multa de CUATRO MIL TRESCIENTOS OCHENTA DÓLARfe;DE LOS LSIAD0S L)NIDG5|

AMÉRICA ($4,380.00), equivalentes a doce: meses de ¡salario mínimo .mensüál urbánó én el si

comercio y servicios, por la comisión deila infráccióh estipulada en el artículo 12-B literal d) en rek

al articulo 6^, ambós de la LCU, por no remitir al. BCÍL la infoi macion de sui actividad crediticia

periodo de junio a noviembre de 2022, según . se ha establecido en el presente procedim

administrativo.

Establecido lo antetiorj-es menester señalar qüe, la mulla impúesta representa el 2.4% dentro,

del margen máximo estipulado por ley como consecuencia para la comisión de tal infracción —500

salarios mínimos urbanos en e| sector comercio y sei^íicios—, síendOj a Juició de este Tribunal,

proporcionálí a, la gravedad que comportan los hechos segúndas •cimiUistánelas obietiVas

subjetivas previamente analizadas.

IX. ÜEGISION

Por tartío, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 11,14',

10.1 inciso 2° de la Constitución de la República; 3, 6, y 12 de la LCU; 78 inciso tercero, 1,39 y 154

de la LPA;12, 171 inciso 2°, 186 y 216 del CPCM y:49.de laLPGféste Tribuhál RESIJÉLVE;;

A. Satmónese a la proveedora Sociedad Cooperativa Chalchliápanecá de Productúrés de Café

Cuzcachapa de RE., con la cantidad de CUATRO MIL TRESCIEN TOS OCHENTA

DÓLARES DE LOS ÉSTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($4,3:80,00). equivalenies á doee

meses de salarió mínimo mensual urbano en el sector comercio y servicios— D.E, N° 10

del 07/07/2021. publicado en el D.O. N° 129; tónio 432 del 07/07/2021— en conccplp de

multa' por la comisión de la ¡rtfracción reguiadá en el artículo 12-B literal d) en lelación al
artículo 6, ambos de la LCU^por no remitir al BCR la.információn dé su aCtivídad ci editicia

del periodo de junio a noviembre de¡ 2022, conforme al análisis expuesto en los romanos
Vil y Vlll de la presenté resolución y eon fundaménto en las disposiciones legales
precitadas. . ,
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Dicha multa debe hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería dé! Ministerio de

Hacienda, dentro de los diez días hábiles siguientes al de la notifícación de esta

resolución, debiendo comprobar a este Tribtinal su cumplimiento dentro del plazo indicado;

caso contrario, la Secretaría de este Tribunal certificará la presente resolución para ser

remitida a Ja Fiscalía General de la República para su ejecución forzosa.

B. Hágase del comicimíentó de los/iñtei-vinientes q\xt, en cumplimiento al artículo 104 de la

LPA y de conformidad a los artículos 132 y 133 de la misrna ley, la presente resolución

admite recurso de reconsideración, el cual puede ser interpuesto ante este mismo Tribunal

Sancionador de la Defensoría del Consumidor, dentro del plazo de diez días hábiles

contados a partir del día siguiente a la notificación de la presente resolución, en la dirección

siguiente; T\ Callé Poniente y Pasaje -'D" #5143, Colonia Escalón, San Salvador.

C. NoíiJIquese.

Jos¿ Leol^k Castro
Presidente 1 Pnufgp

PRONUNCIADO POR LQÍS MIEMBRO^EIJ
DEL CONSUMIDOR QUIft LA SU§^BEN

éndez Juan Oarlos Ramírez Cienfií^gos
,'Qcal / 'Segundo vocal
TRIJBUNAL SANCIONADOR DE LA DEFENSORÍA

FJ/MIP

Secretari iMinai San
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